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	  VI.   SOLICITUD DE NULIDAD DE LA SENTENCIA T-276/12 
          AUTO 115/13       
          M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub


La Sala Plena de la Corte Constitucional negó la petición de nulidad de la sentencia T-276 de 2012 formulada por María Isabel Castañeda Curvelo, Procuradora General de la Nación (e) y rechazó por extemporánea y falta de legitimación la solicitud que en el mismo sentido presentó el ciudadano Hernando Salcedo Tamayo.

La Corte consideró que la solicitud de nulidad de la Procuradora no estaba llamada a prosperar, ya que no logró demostrar que en la sentencia cuestionada se haya incurrido en alguna de las causales que ha decantado la jurisprudencia constitucional para poder, excepcionalmente, declarar la nulidad de un fallo de revisión de tutela, o en cualquier otra grave y ostensible violación del debido proceso.

En primer lugar, contrario a lo que se afirma por la funcionaria, en la sentencia T-276/12 sí se examinaron las decisiones de instancia y se desvirtuaron los argumentos del Juzgado 16 Penal del circuito con Funciones de Conocimiento de Bogotá y de la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá sobre (i) la no violación del derecho al debido proceso del actor (consideración 3.3. de la sentencia) y (ii) la existencia de otros mecanismos de defensa (consideración 3.2.3 de la sentencia). Precisamente, por advertir –contrario a lo concluido por las instancias- que el demandante no contaba con otros mecanismos de defensa judicial y que la autoridad demandada lesionó su derecho al debido proceso, la Sala Séptima de Revisión procedió a revocar los fallos de instancia y conceder el amparo solicitado, dejando sin efecto las resoluciones dictadas en el marco del proceso de restablecimiento de derechos adelantado por el ICBF y ordenar la entrega definitiva de la custodia de los niños (cuya identidad se encuentra bajo reserva) a  su padre adoptivo.
En segundo lugar, los argumentos en los que la Procuradora sustenta el cargo de grave y ostensible violación del debido proceso por desconocimiento de varias disposiciones del Decreto 2591 de 1991, en realidad denotan su inconformidad con la interpretación que hizo la Sala de Revisión de las disposiciones aplicables y su valoración de las pruebas. Por otra parte, el cargo de inobservancia de los tratados internacionales a la hora de interpretar el derecho de los niños a ser escuchados, en realidad constituye una argumentación sobre la supuesta violación de tal derecho por la Sala Séptima de Revisión y su equivocación al entregar la custodia de los niños. 

Por último, la funcionaria tampoco demostró  el supuesto desconocimiento del precedente de la Sala Plena sobre la subsidiariedad de la acción e tutela, la carencia actual de objeto, la conformación del contradictorio y la procedencia de la acción de tutela como mecanismo transitorio. En realidad, se limitó expresar su desacuerdo sobre la valoración que hizo la Sala de Revisión de la idoneidad de los mecanismos judiciales existentes y de la inminencia de un perjuicio irremediable. Lo mismo ocurrió con el cargo por no declaración de una supuesta carencia actual de objeto por el hecho superado. 

